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Ministerio de Economía y Producción

Superintendencia de Seguros de la Nación






           Buenos Aires 14 de Octubre de 2005

VISTO  el Expediente Nro. 45.910 del registro de esta SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION en el que se analiza la conducta desplegada por el Productor Asesor de Seguros Sr. Bernardino Carlos Viudez (matr. 17.698), a la luz de las disposiciones de seguro vigentes, y
CONSIDERANDO:

Que en el marco de las verificaciones practicadas en el domicilio comercial del Sr. Viudez con motivo de su intervención en la emisión de la póliza Nro. 954.154, requeridos que le fueran los libros por la inspección actuante, el mismo manifestó que se encontraban en poder de su contador, quien habría sufrido un robo y destrucción de documentación en su domicilio donde desarrollaba su actividad profesional.

Que de las constancias de autos no surge que el Sr. Viudez haya acreditado debidamente el robo de sus libros, conforme él lo informara.

Que a mayor abundamiento, la denuncia obrante a fs. 137 no hace referencia alguna al supuesto robo o destrucción de los registros del Sr. Viudez.

Que en virtud de ello, se estimó que el productor asesor de seguros Sr. Bernardino Carlos Viudez (matr. 17.698) habría infringido “Prima facie” la normativa consagrada por los puntos 10.2 y 10.3 de la reglamentación de la ley 22.400, aprobada por la Resolución Nro. 24.828, por el art. 10 inc. 1º apart. L) y 12 de la Ley 22.400 y el art. 55 de la Ley 20.091.

Que en consecuencia, se le imputó al Sr. Bernardino Viudez, haber infringido “prima facie”, la normativa de los arts. 10º inc. 1º ap. L) y el art. 12 de la Ley 22.400 y reglamentación dictada en consecuencia y del art. 55º de la Ley 20.091.

Que de acreditarse las conductas precedentemente relacionadas, podrían acaso y eventualmente dar lugar a la aplicación de las sanciones reguladas por el art. 13 de la Ley 22.400 y 59 de la Ley 20.091.

Que consecuentemente; a los fines de brindar el más amplio ejercicio del derecho de defensa, se imprimieron a las actuaciones el trámite previsto en el art. 82º de la Ley 20.091, corriendo traslado al Sr. Viudez de las imputaciones y su encuadre jurídico por el plazo de 10 días, con vista de las actuaciones.

Que por Nota Nro. 10677 se presenta el Sr. Viudez en ejercicio de su derecho de defensa, manifestando en lo sustancial que la circunstancia de no haber hecho referencia alguna a los registros en la denuncia, no implica que el robo no se hubiese perpetrado.

Que el lugar donde se desarrollaron los hechos es el domicilio real del contador y al mismo tiempo su estudio profesional.

Que en tal domicilio se perpetró el robo de distintos elementos que conformaban los enseres del hogar y además, de distintos documentos que algunos clientes del profesional le habían confiado para la realización de distintos trámites.

Que a criterio del sumariado, habría habido una manifiesta imposibilidad de exhibir los libros y registros contables, lo cual se debió a un hecho fortuito, ajeno y extraño a la voluntad del productor.
Que por otra parte reconoce expresamente que al producirse el robo de los libros, no obró conforme a las exigencias prescriptas por el punto 10.3 de la reglamentación de la Ley 22.400 aprobada por Resolución Nro. 24.828, por considerarla inconstitucional.

Que en relación a ello sostiene que la aplicación concreta de dicha norma lesiona y afecta directamente derechos subjetivos consagrados en la Constitución Nacional, esto es, el derecho al debido proceso, defensa en juicio y de trabajar y ejercer toda industria lícita. A fin de fundamentar tales aseveraciones, sostiene que de la norma se desprendería la imposición de una obligación al productor asesor supuestamente excesiva en su rigor formal y de imposible cumplimiento, ello en virtud de la exigüidad de los plazos.
Que atento la naturaleza de las cuestiones debatidas en autos, corresponde transcribir el texto de la norma en su parte pertinente: 10.3.1. “En el supuesto de pérdida, robo o hurto de los libros, deberá dentro de las 24 horas de producido el hecho, efectuar la denuncia policial y acreditarlo fehacientemente ante la Superintendencia de Seguros de la Nación. Dentro de las 48 horas siguientes deberá rubricar nuevos libros, donde asentará, en el término de 30 días, todas las operaciones y las cobranzas en las que hubiere intervenido en los últimos cinco (5) años, o las que haya actuado desde la fecha de su matriculación, si fuere menor. Todo ello sin que importe eximente de responsabilidad alguna”.

Que de su análisis se observa que la misma constituye una universalidad, lo cual indica que no debe ser cumplimentada sólo en partes, sino en su integridad.

Que aún en el supuesto que el Sr. Viudez procure acreditar que las registraciones se encontraban en el domicilio profesional de su contador al momento del robo, tal intento se torna inútil si no dio cumplimiento a ninguno de los pasos posteriores que prevé la norma, en el supuesto de pérdida, robo o hurto de los Libros de Registros.

Que por otra parte, resulta altamente preocupante que un comerciante calificado no acate la norma, ello por cuanto más allá del planteo formulado en sede administrativa, la inconstitucionalidad debe ser declarada por el juez competente, quien en su caso, ordenará no aplicar la norma al caso concreto.

Que de todos modos cabe señalar que cualquier cuestionamiento en torno a la legalidad de la Resolución General Nro. 24.828, debió haberse canalizado por el mecanismo recursivo previsto por el art. 85º de la Ley 20.091; mas lo cierto es que a la fecha dicha norma tiene carácter firme.
Que sin perjuicio de ello, corresponde señalar que ha sido práctica inveterada por parte del Órgano de Control conceder prórrogas en razón de la distancia, a solicitud de parte interesada.

Que en tal sentido el Órgano de Control ha priorizado a quienes anhelen ajustarse a la normativa, a través de la flexibilización de los plazos, en tanto y en cuanto el interesado manifieste su voluntad de impulsar el trámite previsto por la ley.
Que en el caso materia de análisis, el supuesto robo se habría perpetrado el 5-05-03, y sin embargo a la fecha que se constituyera la inspección, es decir, un año y medio después, el productor no había anoticiado al Organismo de Control, lo cual es un indicador del desinterés demostrado por el sumariado.

Que por lo tanto, cabe concluir que bajo el velo de supuestos avasallamientos constitucionales el sumariado oculta su aviesa intención de no adecuarse a la normativa vigente.
Que por último presenta prueba instrumental y testimonial respecto de las cuales corresponde su rechazo, ello por cuanto acreditar que las registraciones se encontraban en el domicilio profesional de su contador al momento del robo, se torna inútil si no dio cumplimiento a ninguno de los pasos posteriores que prevé la norma, en el supuesto de pérdida, robo o hurto de los Libros de Registros.

Que en consecuencia corresponde ratificar las imputaciones producidas en autos y los consecuentes encuadres articulados en autos.

Que de tenerse presente la índole de la falta en que incurriera el productor en lo que hace a las registraciones, que coloca a este Organismo en la imposibilidad de ejercer la función de policía que le atribuyen las leyes 20.091 y 22.400 con sus respectivas reglamentaciones, destacándose al respecto que las cuestiones que hacen a las registraciones de los sujetos objeto de control de esta Superintendencia de Seguros, trascienden manifiestamente del ámbito formal, dado que dichas registraciones hacen nada más ni nada menos que a la seguridad de los asegurados en las transacciones en que las que aquellos intervienen.

Que todo lo descripto determina la gravedad de la conducta objeto de autos, por lo que cabría sancionar al imputado.

Que en autos ha tomado intervención la Gerencia de Asuntos Jurídicos.

Que los artículos 10, 12 y 13 de la ley 22.400 y 55; 59 y 67 inc. f) de la Ley 20.091, confieren atribuciones a esta Autoridad de Control para el dictado de la presente Resolución.

Por ello, 



EL SUPERINTENDENTE DE SEGUROS





RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Rechazar por inconducente la prueba testimonial y documental ofrecida por el Productor Asesor de Seguros Sr. Bernardino Carlos Viudez (mat. 17.698).

ARTÍCULO 2º.- Aplicar al Productor Asesor de Seguros Sr. Bernardino Carlos Viudez (matr. 17.698) una inhabilitación por el término de 1 (uno) año.

ARTÍCULO 3º.- Intimar al Productor Asesor de Seguros Sr. Bernardino Carlos Viudez (matr. 17.698) a presentar ante este Organismo los registros obligatorios debidamente actualizados, dentro del término de diez (10) días de notificada la presente, bajo apercibimiento de quedar – una vez agotada la sanción impuesta por el artículo anterior -  inhabilitado hasta tanto comparezca a estar a derecho, munido de los mismos en tal condición.
ARTÍCULO 4º.- La Gerencia de Autorizaciones y Registros tomará razón de la sanción una vez firme.

ARTÍCULO 5º.- Se deja constancia de que la presente Resolución es recurrible en los términos del art. 83º de la ley 20.091.

ARTÍCULO 6º.- Regístrese, notifíquese al domicilio comercial de Bailen Nro. 64 de la ciudad de San Martín – Pcia. De Mendoza, y publíquese en el Boletín Oficial.

RESOLUCIÓN Nº: 30757

MIGUEL BAELO


SUPERINTENDENTE DE SEGUROS

Copyright (C) 2005 Segurosaldia.com – Todos los derechos reservados
